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La Misión Permanente de la República Federal del Brasil ante la Organización de los Estados Americanos saluda atentamente a la Secretaría General de la OEA y tiene el honor de transmitirle adjunto un documento de trabajo preparado por la delegación del Brasil para la Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas, que se celebrará del 14 al 17 de marzo de 2006 en Isla Margarita, en la República Bolivariana de Venezuela, con la solicitud de que sea traducido a los idiomas oficiales de la reunión y distribuido a las demás delegaciones como documento oficial.
 

La Misión Permanente del Brasil aprovecha la oportunidad para reiternar a la Secretaría General las seguridades de su más alta y distinguida consideración.
 

 

 

 

 

Washington, 10 de mazo de 2006 

Reunión de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas 
Isla Margarita, República Bolivariana de Venezuela
del 14 al 17 de marzo de 2006
 

TEMA I – IMPLEMENTACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS JURÍDICOS INTERNACIONALES EN LA MATERIA 
 

Documento de trabajo presentado por la delegación del Brasil
 

 

En cuanto a la trata internacional de personas, el gobierno brasileño ya forma parte de diversos tratados internacionales relacionados con el tema, a saber:
 

· Protocolo Adicional de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, en especial Mujeres y Niños (2000), ratificado por Brasil en enero de 2004; 

· Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (1979), ratificada por Brasil en 1984; 

· Protocolo Opcional de la Convención sobre los Derechos del Niño sobre la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Pornografía Infantil (1999), ratificado en 2004; 

· Convenio 105 de la Organización Internacional de Trabajo (OIT) sobre la abolición del trabajo forzoso (1957), ratificado en 1965; 

· Convenio 182 de la OIT sobre la prohibición de las peores formas de trabajo infantil (1999), ratificado por Brasil en 2000; 

· Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores (1994), ratificada en 1997; 

· Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (1994), ratificada por Brasil en 1995. 

 

El Protocolo Adicional de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, en especial Mujeres y Niños, conocido también como el Protocolo de Palermo, uno de los principales instrumentos internacionales sobre este tema, fue incorporado en la legislación brasileña mediante el Decreto n° 5.017 del 12 de marzo de 2004. 
 

 Además de la incorporación del Protocolo de Palermo al ordenamiento jurídico brasileño, cabe destacar algunos antecedentes importantes que influyeron en las modificaciones que se realizaron a la legislación brasileña sobre la trata de personas:
· Una investigación sobre el tráfico de mujeres, niños y adolescentes para fines de explotación sexual (Pestraf) realizada en 2002, que identificó 241 rutas de tráfico interno e internacional de mujeres, niños y adolescentes brasileños.
· Un informe final de la Comisión Parlamentaria Mixta de Investigación (CPMI) del Congreso Nacional creada en 2003 para investigar las situaciones de violencia y las redes de explotación sexual de niños y adolescentes en el Brasil. En poco más de un año, la CPMI visitó todas las regiones del país, realizó varias reuniones y audiencias en las que escucho a representantes de entidades de la sociedad civil y del poder público, así como a acusados y víctimas de la explotación sexual. En el informe final, la CPMI sugirió realizar modificaciones legislativas, evaluó políticas públicas y recomendó acciones al Gobierno Federal.
· El diagnóstico sobre el tráfico de mujeres para fines de explotación sexual, realizado con base en la información recopilada sobre casos, procesos judiciales e investigaciones registrados en los Tribunales de Justicia Federal y en las superintendencias de la Polícia Federal de los Estados de São Paulo, Ceará, Goiás y Río de Janeiro, entre diciembre de 2000 y enero de 2003. 
 

El artículo 231 del Código Penal brasileño, a marzo de 2005 cuando fue modificado,  tipificava como delito solamente el tráfico internacional de mujeres, entendida esa conducta como “promover o facilitar la entrada, en el territorio nacional, de mujeres que vengan a ejercer la prostitución en el mismo, o la salida de mujeres que vayan a ejercerla en el extranjero”.
 

Este artículo fue recientemente formulado para la ley 11.106 del 28 de marzo de 2005. Con la nueva redacción, se amplia el delito penal a fin de que incluya el tráfico internacional (para fines de explotación sexual) de cualquier persona, sea hombre o mujer. Por consiguiente, según esta nueva redacción, el tráfico internacional de personas se define como “promover, intermediar o facilitar la entrada, en el territorio nacional, de personas que vengan a ejercer la prostitución,  o la salida de personas para ejercela en el extranjero”.
 

La ley 11.106 también introdujo el artículo 231-A, que tipifica el tráfico interno de personas. Según el artículo 231-A, el tráfico interno consiste en “promover, intermediar o facilitar, en el territorio nacional, el reclutamiento, el transporte, la transferencia, el alojamento o el albergue de toda persona que venga a ejercer la prostitución”.
 

Con estas modificaciones recientes, la legislación penal brasileña abarca ahora a los hombres y transgéneros (travestís y transexuales) como posibles víctimas del tráfico. La inclusión del tráfico interno como delito penal constituye un instrumento importante para la lucha contra la explotación sexual que se observa en las regiones turísticas, conocida también como turismo sexual. Muchas víctimas son traficadas de las ciudades del interior a las capitales, donde son explotadas sexualmente por turistas estranjeros o nacionales. Normalmente ese trayecto se realiza por vía terrestre, lo que requiere la participación de la policía de carreteras, que controla las carreteras y sus inmediaciones, y de la policía estatal, que tiene autoridad para investigar el tráfico interno. Además de eso, las investigaciones de este delito son más amplias, ya que antes de que ocurra el tráfico internacional, generalmente primero tiene lugar el tráfico interno.
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